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TEMA 


¿Qué  cuestiones  del  orden  civil  ó  del  mercantil 
caen  bajo  el  conocimiento  de  los  Tribunales  Fede- 
rales? 


I. 


Inteligencia  de  las  palabras      Cuestiones  del  orden  Civil 
ó  Mercantil." 

Desde  luego  en  las  palabras  «  Cuestiones  del  orden  Civil  y 
Mercantil,»  no  comprendo  en  manera  alguna  los  asuntos  re- 
lativos á  relaciones  entre  los  individuos  y  la  autoridad,  pues 
ellas  se  refieren  al  derecho  público  y  no  al  derecho  privado. 
Pero  sí  comprendo  como  cuestiones  del  orden  civil,  no  sólo 
los  asuntos  que  se  refieren  á  los  intereses  pecuniarios  de  los 
individuos,  sino  los  que  se  refieren  al  matrimonio  y  á  la  fa- 
milia, aunque  aquél  y  ésta  desde  otro  punto  de  vista  sean 
del  dominio  de  la  moral  y  del  derecho  público. 

El  Sr.  Lie.  Jacinto  Pallares,  en  su  estudio  intitulado  «  La 
Legislación  Federal  en  sus  relaciones  con  el  Derecho  Civil 
Mexicano,»  premiado  por  la  Sociedad  de  Abogados,  en  el  pri- 
mer certamen  científico  que  abrió,  estudio  que  se  encuentra 
publicado  eu  el  segundo  semestre  de  1890  de  la  «Revista  de 


Legislación  y  Jurisprudencia,»  dice  al  comenzar  la  segunda 
parte  que  llama  «  El  Derecho  Civil :» 

«  Por  más  que  sean  á  la  «luz  de  la  ciencia  y  ante  las  exi- 
«gencias  de  un  método  racional,  heterogéneas  y  aún  disíni- 
(' bolas  las  materias  que  en  el  orden  didáctico  y  en  la  redac- 
«ción  práctica  de  los  Códigos  se  comprenden  bajo  el  rubro 
«de  «Derecho  Civil,»  el  hecho  es  que  la  tradición  constan- 
«te  sancionada  por  seculares  prácticas,  aceptada  por  legis- 
«ladores  y  jurisconsultos  é  informada  sólidamente  con  el 
«espíritu  del  foro  y  del  lenguaje  científico,  reconoce  como 
«leyes  propias  y  exclusivas  del  Derecho  Civil,  no  sólo  las 
«  que  regulan  los  intereses  privados  y  pecuniarios  de  los  in- 
«dividuos,  sino  aún  las  que  atañen  á  los  derechos  y  obli- 
«  gaciones  derivados  del  matrimonio  y  de  la  familia,  á  pesar 
«de  que  en  ella  predominan  más  los  intereses  de  la  moral 
«y  del  derecho  público,  que  los  del  patrimonio  privado  de 
«las  personas.  Fieles  á  esta  constante  tradición,  todos  los 
«  Códigos  Civiles  modernos,  incorporan  entre  sus  materias 
«obligadas  los  derechos  y  deberes  relativos  al  matrimonio, 
«  patria  potestad,  parentesco,  etc.,  y  es  preciso  aceptar  por  lo 
«  mismo,  esa  extensión  jurídica  dada  por  la  legislación  y  por 
«la  ciencia  al  Derecho  Civil.  Pero  si  prescindiendo  de  ese  gru- 
«  po  de  leyes  que  sancionan  los  deberes  morales  del  matri- 
«  monio  y  la  familia,  queremos  fijar  con  precisión  la  natura- 
« leza  del  Derecho  Civil  ,1o  que  le  distingue  de  las  demás  ramas 
«  del  derecho  positivo,  las  materias  que  caen  bajo  su  dominio, 
«encontraremos  que  lo  característico  3-  exclusivo  de  ese  de- 
«  recho  consiste,  primero:  en  que  se  refiere  á  derechos  y  obliga- 
«  clones  estimables  en  dinero,  y,  segundo :  en  que  esas  obli- 
«  gaciones  y  derechos  son  los  de  las  personas  privadas  en  sus 
«  relaciones  privadas,  en  aquellas  relaciones  que  no  afectan 
«  al  derecho  público,  por  más  que  algunas  de  esas  personas 
« tengan  bajo  otro  aspecto,  en  otra  faz  de  su  actividad  y  fun- 
«ciones,  el  carácter  de  autoridades  ó  instituciones  públicas. 


«  PUBLICUM  JUS  OUOD  AD   STATUM  REÍ  ROMANA   SPECTAT ; 
«PRIVATUM  OUOD  AD  SINGULORUM  UTIIJTATRM  PERTINET.» 

Así  pues,  por  ciiesliones  del  orden  civil  se  comprenden  los 
asuntos  del  orden  privado,  no  en  los  que  intervenga  la  auto- 
ridad como  tal  autoridad,  que  se  refieren: 

I.  A  los  derechos  derivados  de  la  familia,  como  son  el 
divorcio,  la  patria  potestad,  etc.;  y 

II.  A  los  derechos  estimables  en  dinero.  Podemos,  pues, 
dividir  las  cuestiones  del  orden  civil  en  cuestiones  de  dere- 
chos de  familia  y  cuestiones  de  derechos  patrimoniales.  Hay 
que  advertir: 

Primero.  Que  los  derechos  de  familia  pueden  tener  por 
objeto  único  la  familia  ó  también  los  bienes,  pero  en  este  se- 
gundo caso  entran  en  la  clase  de  derechos  patrimoniales, 
como  por  ejemplo,  alimentos  que  se  piden  por  razón  de  ma- 
trimonio ó  de  filiación ;  y 

Segundo.  Que  si  bien  puede  haber  cuestiones  sobre  dere- 
chos patrimoniales,  no  sólo  entre  individuos,  sino  entre  indi- 
viduos y  personas  morales  en  su  carácter  de  tales  personas 
morales  ^''  y  no  de  autoridades,©  entre  personas  morales  entre 
sí,  tampoco  como  autoridades,  únicamente  pueden  existir 
cuestiones  sobre  derechos  de  familia,  entre  individuos,  nunca 
entre  individuos  y  personas  morales  ó  entre  personas  mo- 
rales solas. 

Siendo  el  derecho  mercantil  una  rama  del  Derecho  Civil 
que  tiene  por  señal  característica  el  lucro,  es  claro  que  las 
cuestiones  del  orden  mercantil  no  pueden  comprender  sino 
derechos  patrimoniales.  Efectivamente,  aunque  el  derecho 
mercantil  comprende  además  de  las  leyes  que  regulan  los  de- 
rechos patrimoniales  mercantiles,  las  que  establecen  los  re- 


(i)  Aunque  el  Estado,  ol)re  ó  no  como  autoridad,  siempre  forma  una  persona 
moral,  sin  embarjío,  para  distinguir  cuándo  obra  como  autoridad  y  cuán<lo  no, 
llamo  ala  l'ederación  y  á  los  Pastados  de  la  República,  autoridades  cuando  obran 
como  tales,  y  personas  morales  cnan<lo  no  obran  como  autoridad. 


qiiisitos  que  liay  que  llenar  para  que  una  persona  sea  consi- 
derada como  comerciante,  requisitos  que  parecen  referirse  á 
derechos,  sino  de  familia,  tampoco  de  patrimonio, basta  una 
ligera  meditación  para  convencerse  de  que  las  cuestiones 
referentes  á  ellos  recaen  sobre  derechos  patrimoniales,  toda 
vez  que  no  se  concibe  un  pleito  en  que  se  dispute  exclusi- 
vamente la  calidad  de  comerciante,  sino  que  esta  calidad  se 
disputará  con  relación  á  algún  contrato  ó  acto  origen  de  al- 
gún derecho,  que  viene  á  ser  el  objeto  primordial  del  pleito, 
lo  que  hace  que  la  cuestión  entre  en  la  clase  de  las  relativas 
á  derechos  patrimoniales. 

Resumiendo:  por  cuestiones  del  orden  civil  entiendo: 
I.   Asuntos  entre  individuos  relativos  á  derechos  de  fa- 
milia; y 

11.  Asuntos  entre  individuos,  entre  individuos  y  personas 
morales  en  su  calidad  de  tales,  y  no  como  autoridades,  y 
entre  personas  morales  entre  sí,  también  en  su  calidad  de 
personas  morales,  y  no  de  autoridades,  referentes  á  dere- 
chos patrimoniales. 

Por  cuestiones  del  orden  mercantil  entiendo  asuntos  re- 
ferentes á  derechos  patrimoniales  entre  individuos,  entre 
individuos  y  personas  morales,  como  personas  morales  y 
nunca  como  autoridades,  y  entre  personas  morales  entre  sí, 
también  como  personas  morales  y  no  como  autoridades. 


11. 

Inteligencia  de  las  palabras     Conocer  de  una  cuestión" 
y  su  diferencia  con      Apreciar  una  cuestión." 

Los  tribunales  al  resolver  un  asunto  pueden  conocer  de 
una  cuestión  ó  solamente  apreciarla,  ^"  y  como  fácilmente  se 

(2)  Uso  (le  la  palabra  «apreciar»  para  exj^resar  la  función  de  los  tribunales  que 
se  va  á  explicar,  porque  es  la  (|ue  usa  el  art.  384  del  Código  de  I'rocediniienlos 
Penales. 


confunden  estas  funciones  de  los  tribunales,  y  con  frecuen- 
cia se  dice  que  un  tribunal  conoce  de  una  cuestión  cuando 
únicamente  la  aprecia,  creo  necesario  explicar  en  qué  con- 
siste el  conocimiento  de  una  cuestión,  y  en  qué  la  aprecia- 
ción de  ella. 

Los  tribunales  conocen  de  una  cuestión  cuando  es  el  ob- 
jeto del  debate.  Aprecian  una  cuestión  cuando  ella  es  pre- 
cedente necesario  para  fallar  la  cuestión  de  que  conocen. 

Así,  si  una  persona  lia  instituido  como  heredero  á  un  ex- 
traño, y  un  hijo  del  testador  se  presenta  demandando  al  he- 
redero sobre  alimentos,  el  tribunal  conoce  de  la  cuestión  de 
alimentos,  porque  es  el  objeto  del  debate,  pero  como  para 
resolverla  es  precedente  necesario  que  el  demandante  sea 
hijo  del  testador,  el  tribunal  aprecia  la  cuestión  de  filiación. 
Si  á  un  delincuente  se  le  ha  exigido  la  responsabilidad  ci- 
vil, la  cuestión  de  que  conoce  el  tribunal  es  la  de  respon- 
sabilidad civil;  pero  como  sea  precedente  necesario  de  ella 
la  existencia  del  hecho  ilícito,  aprecia  esa  existencia.  Si  un 
individuo  es  acusado  de  daño  en  propiedad  ajena,  la  cues- 
tión de  que  conoce  el  juez  es  la  de  si  el  acusado  es  ó  no  cul- 
pable, pero  aprecia  la  cuestión  de  propiedad  del  quejoso  en 
la  cosa  dañada. 

Para  que  un  tribunal  pueda  conocer  de  una  cuestión,  se 
necesita  que  tenga  jurisdicción  para  conocer  de  la  cuestión ; 
pero  para  que  la  aprecie  no  se  necesita  que  tenga  jurisdic- 
ción para  conocer  de  ella.  Qiioties  qticestio  status^  dice  la  ley 
III  del  tít.  I  del  libro  3  del  Código  bonorum  discepiatwni 
concurrí/;  vi Jiil  prohibe t^  quo  magis  apud  eiun  qiioque^  qui 
alioquin  super  causa  status  cognoscere  non  possit^  discepía- 
tio  terviineiur.  Godofredo,  comentando  esta  ley,  en  las  pa- 
labras niagis  apud  cujn,  dice:  Qui  de  re  aliqua principal i- 
ter  non  potcst  cognoscere^  si  incidcnter  ea  viovebitur^  de  ea 
cognoscet.  Una  magnífica  aplicación  de  este  principio  se  en- 
cuentra en  la  ley  I  del  título  VIII  del  mismo  libro  3  del 


Código,  cuyo  caso  es  el  siguiente:  Un  iudividuo,  llamado 
Fabio  Presente,  había  muerto  bajo  testamento,  y  el  here- 
dero estaba  en  posesión  de  los  bienes  hereditarios.  Se  pre- 
senta el  tutor  de  un  impúbero,  pretendiendo  que  era  hijo 
postumo  del  testador,  y  que  por  lo  mismo  estaba  roto  el 
testamento.  La  cuestión  se  agitaba  ante  un  juez  y  no  ante 
el  magistrado  d praeses  de  la  provincia. — Hay  que  recordar 
que  los  jueces  no  tenían  jurisdicción  para  resolver  las  cues- 
tiones de  estado,  sino  que  ella  competía  exclusivamente  á 
los  magistrados. — Ahora  bien,  para  que  prosperara  la  acción 
de  petición  de  herencia,  fundada  en  la  ruptura  del  testamen- 
to, era  preciso  que  se  resolviera  previamente  si  el  postumo 
era  ó  no  hijo  del  testador,  es  decir,  era  preciso  que  se  resol- 
viera previamente  una  cuestión  de  estado.  Dudando  el  tutor 
si  ocurría  primero  al  magistrado  para  que  resolviera  la  cues- 
tión de  estado,  y  una  vez  resuelta  se  presentaba  al  juez  para 
pedir  la  herencia,  ó  si  ocurría  directamente  al  j  uez  pidiendo  la 
herencia,consultóel  caso,  y  los  emperadores  Severo  y  Autoni- 
no  resolvieron  que  se  dirigiera  al  juez  pidiéndole  la  ruptura 
del  testamento  por  el  nacimiento  del  postumo,  Adite  PrcBsi- 
dis''^^ províncicB  delegatitm  et  ruptuní  esse  testamentiun  Fabií 
Presentís^  agnatione  Jilii  docete^  porque,  agregan  los  empe- 
radores, no  es  impedimento  para  conocer  de  la  cuestión  sobre 
ruptura  del  testamento,  neqiie  etiirn  impedit  notioneni  ejns^ 
el  que  haya  una  cuestión  de  estado  y  no  pueda  conocer  el 
juez  de  ella  quod  status  quceestio  in  cognitioneíu  vertüur^  ct- 
s¿  supcr  status  causa  cognoscerc  non  possit:  toda  vez  que  co- 
rresponde al  oficio  del  juez  que  conoce  de  la  controversia 
sobre  la  herencia  examinar  toda  cuestión  incidental  que  se 
presente  en  el  juicio,  pcrtinct  cuini  ad  of/iciuní  judícís  qui 


(3)  Ivl  k-xlo  de  la  ley  en  el  Cuerpo  de  llerecho  dice:  Aditc  Prcrsidim  pro- 
vincia: et  rupluin  essc  icstamefiítim  ele;  pero  según  la  opinión  de  los  autores 
y  el  contexto  mismo  de  la  ley,  ésta  nos  ha  llegado  errada.  Yo  he  puesto  la  lec- 
ción de  Godofredo  según  las  glosas  23  y  25  que  hace  á  la  ley. 


de  Jier edítate  cog7ioscit^  U7iivcrsa7n  incidentcm  qucBstioneyn^ 
quce  171  jtidiciu77i  devocatur^  exa7n¿7iare:  en  razón  de  que 
no  falla  sobre  la  cue.stióu  de  estado,  sino  sobre  la  de  heren- 
cia, qH0nza7)i  71071  de  ea,  sed  de  Jie7'editate  pro7iu7itiaL 

Esta  doctrina  de  que  el  juez  que  tiene  competencia  para 
conocer  de  un  asunto  aprecie  las  cuestiones  que  sirven  de  pre- 
cedente necesario  para  resolverlo,  aunque  no  la  tenga  para 
estas  últimas,  ha  pasado,  y  no  podía  menos  de  haber  pasado 
á  nuestra  legislación. 

Los  jueces  del  ramo  civil  son  incompetentes  para  cono- 
cer de  las  cuestiones  criminales.  Para  fallar  la  responsabi- 
lidad civil  proveniente  de  delito,  se  necesita  como  cuestión 
previa,  es  decir,  como  precedente  necesario  de  la  responsa- 
bilidad civil,  que  se  aprecie  el  delito.  Pues  á  pesar  de  la 
incompetencia  de  los  jueces  de  lo  civil  para  conocer  de  las 
cuestiones  criminales,  cuando  la  ley  les  da  competencia  para 
fallar  sobre  la  responsabilidad  civil,  aprecian  el  delito.  Su- 
póngase que  se  exige  á  un  homicida  la  responsabilidad  civil 
del  homicidio,  y  que  durante  las  primeras  diligencias,  aun 
antes  de  que  se  compruebe  el  cuerpo  del  delito,  muere  el  ho- 
micida. El  juez  de  lo  civil  que  conoce  de  la  responsabilidad 
civil,  á  pesar  de  su  incompetencia  para  conocer  de  la  cues- 
tión criminal,  al  fallar  sobre  la  responsabilidad  civil  aprecia 
si  hubo  ó  no  delito.  Así  lo  ordena  la  frac.  II  del  art.  362 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

De  la  misma  manera  el  juez  civil,  incompetente  para  de- 
cidir la  cuestión  penal,  la  aprecia  al  fallar  sobre  la  respon- 
sabilidad civil,  cuando  la  acción  penal  se  ha  extinguido  por 
prescripción  (frac.  IV  del  art.  362  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales). 

En  los  casos  de  la  competencia  del  Jurado,  los  jueces  del 
ramo  penal  son  incompetentes  para  decidir  sobre  el  mismo 
delito:  lo  único  que  hacen  es  aplicar  la  pena  al  delito  decla- 
rado por  el  Jurado.  Ahora  bien:  si  el  reo  está  prófugo,  el  juez 


del  ramo  penal  que  conoce  de  la  responsabilidad  civil,  apre- 
cia la  cuestión  sobre  el  delito,  á  pesar  de  la  incompetencia 
que  tiene  para  resolver  sobre  éste  (art.  369  del  Código  de 
Procedimientos  Penales). 

Los  jueces  del  ramo  penal  son  incompetentes  para  conocer 
de  las  cuestiones  civiles.  Sin  embargo,  supóngase  que  un 
individuo  es  acusado  de  daño  en  propiedad  ajena,  y  que  sos- 
tiene que  la  cosa  en  que  lia  ejecutado  el  daño  no  es  del  que- 
joso, sino  suya.  A  pesar  de  que  el  juez  del  ramo  penal  es 
incompetente  para  conocer  de  las  cuestiones  civiles,  al  fallar 
sobre  el  delito  apreciará  la  cuestión  de  propiedad  sólo  por 
lo  que  se  refiere  al  delito,  porque  el  art.  384  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  manda  que  las  excepciones  que  el 
inculpado  opusiere,  aunque  sean  del  orden  civil,  serán  apre- 
ciadas en  la  sentencia  definitiva,  en  cuanto  tengan  relación 
con  la  criminalidad,  por  el  juez  ó  tribunal  que  conozca  del 
negocio. 

Creo  haber  dejado  demostrado  que  siempre  que  un  tribu- 
nal es  competente  para  conocer  de  una  cuestión,  puede  apre- 
ciar todas  las  cuestiones  necesarias  para  resolver  la  cuestión 
principal,  aunque  sea  incompetente  para  conocer  de  éstas. 

Ahora  bien,  los  Tribunales  Federales,  como  cualesquiera 
otros  tribunales,  conocen  de  las  cuestiones  que  son  objeto 
del  debate;  y  también  á  la  manera  de  los  demás  tribuna- 
les aprecian  cualquier  cuestión  que  tenga  que  servir  de  pre- 
cedente á  la  cuestión  principal,  de  modo  que  los  Tribunales 
Federales  aprecian  cualesquiera  cuestiones  civiles  ó  mercan- 
tiles, ya  se  refieran  á  derechos  de  familia,  ya  á  derechos  pa- 
trimoniales. 

Sentados  estos  precedentes,  paso  ya  á  estudiar  el  tema 
propuesto. 


II 


III. 


¿Qué  Cuestiones  del  orden  Civil  ó  Mercantil 
caen  bajo  el  conocimiento  de  los  Tribunales  Federales? 

Los  arts.  97,  99  y  101  de  la  Constitución  Federal,  son  la 
fuente  de  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales,  y,  por  lo 
mismo,  hay  necesidad  de  estudiarlos  para  resolver  la  cues- 
tión propuesta. 

La  frac.  I.  del  art.  97  de  la  Constitución,  establece  que  los 
Tribunales  Federales  conocerán  de  las  controversias  que  se 
susciten  sobre  cumplimiento  y  aplicación  de  las  leyes  fede- 
rales, excepto  en  el  caso  de  que  la  aplicación  sólo  afecte  in- 
tereses de  particulares. 

La  aplicación  de  las  leyes  federales  puede  dar  lugar  á  cua- 
tro casos: 

I.  La  aplicación  sólo  afecta  intereses  de  particulares :  por 
ejemplo,  una  controversia  que  se  suscite  sobre  el  pago  de 
una  letra  de  cambio  otorgada  entre  particulares.  Kl  Código 
de  Comercio  es  ley  federal,  pero  como  la  letra  de  cambio  sólo 
está  girada  por  un  particular  á  la  orden  de  otro,  y  todos  los 
endosatarios  son  también  particulares,  la  controversia  sólo 
afecta  intereses  de  particulares,  aunque  se  trate  de  la  apli- 
cación de  una  ley  federal. 

II.  La  controversia  afecta  principalmente  intereses  de 
particulares,  pero  indirectamente  afecta  á  la  Federación:  por 
ejemplo,  se  denuncia  ante  la  Secretaría  de  Fomento  un  te- 
rreno como  baldío,  y  la  persona  que  lo  posee,  se  opone  á  la 
denuncia  sosteniendo  que  es  de  su  propiedad.  En  esta  con- 
troversia se  trata  de  la  aplicación  de  una  ley  federal,  la  de 
terrenos  baldíos;  la  controversia  afecta  directamente  al  de- 
nunciante y  al  poseedor,  é  indirectamente  á  la  Federación. 
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III.  La  controversia  afecta  directamente  á  la  Federación : 
por  ejemplo,  se  gira  una  letra  de  cambio  entre  particulares, 
y  el  tenedor  de  ella  que  tiene  una  deuda  con  el  Fisco  fede- 
ral, celebra  un  contrato  con  éste  en  virtud  del  cual  recibe 
en  pago  la  letra.  Al  vencimiento  de  ella  no  es  pagada  por  el 
aceptante,  y,  sin  perjuicio  de  que  el  Fisco  se  asegure  por  me- 
dio de  la  facultad  coactiva,  toda  vez  que  el  Código  de  Pro- 
cedimientos Federales  la  adoptó  para  toda  clase  de  adeudos 
fiscales,  surge  una  controversia  entre  la  Federación  como 
persona  moral  y  el  aceptante  de  la  letra.  Esta  controversia 
tiene  por  objeto  la  aplicación  de  una  ley  federal,  el  Código 
de  Comercio,  y  afecta  al  interés  de  la  Federación  como  per- 
sona moral. 

IV.  La  controversia  afecta  directamente  á  la  Federación, 
no  como  persona  moral,  sino  como  autoridad:  por  ejemplo, 
el  pago  de  un  impuesto. 

En  el  primer  caso,  los  Tribunales  Federales  son  incompe- 
tentes. En  el  segundo,  tercero  3^  cuarto  caso  son  competentes. 

Ahora  bien,  como  sólo  hay  derechos  civiles  y  mercantiles 
entre  particulares,  y  no  entre  particulares  y  autoridades,  re- 
sulta que  sólo  en  el  segundo  y  tercer  caso  será  cuando  los 
Tribunales  Federales  conozcan  de  cuestiones  civiles  y  mer- 
cantiles. Y  ^sí  es  en  efecto:  en  la  controversia  sobre  oposi- 
ción á  la  denuncia  de  terrenos  baldíos,  la  cuestión  que  se 
discute  en  realidad  es  la  de  propiedad  del  terreno  denun- 
ciado; la  controversia  sobre  la  letra  de  cambio  que  se  ha  pro- 
puesto como  ejemplo  en  el  tercer  caso,  es  una  cuestión  neta- 
mente mercantil. 

¿Sobre  qué  derechos  versará  la  cuestión?  sobre  derechos 
de  familia  ó  patrimoniales?  Evidentemente  que  sólo  sobre 
los  últimos,  porque  no  cayendo  nunca  la  familia  bajo  la  le- 
gislación federal,  con  arreglo  á  la  Constitución,  no  hay  ley 
federal  que  arregle  derechos  de  familia  que  haya  que  apli- 
car, y  por  lümismo,nuncala  controversia  tendrá  como  objeto 
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principal  un  derecho  de  familia,  sino  derechos  patrimonia- 
les. (^> 

He  dicho  que  en  el  cuarto  caso,- la  cuestión  no  puede  ser 
ni  civil  ni  mercantil,  porque  interviniendo  la  Federación 
como  autoridad,  y  no  habiendo  derechos  civiles  entre  los 
particulares  y  la  autoridad,  la  cuestión  nunca  será  ni  civil 
ni  mercantil.  La  controversia  que  en  estos  casos  se  suscita 
es  una  de  las  que  en  otros  países  se  conocen  con  el  nombre 
de  contencioso-administnitiva.  En  la  exposición  de  moti- 
vos del  Código  de  Procedimientos  Federales,  al  tratar  de  la 
ejecución  de  sentencias,  se  exponen  los  motivos  que  se  tu- 
vieron presentes  para  admitir  la  facultad  coactiva  en  toda 
clase  de  adeudos  fiscales,  y  después  de  decir  que  si  el  par- 
ticular se  considera  ultrajado  por  el  uso  de  la  facultad  coac- 
tiva puede  ocurrir  á  los  tribunales,  agrega:  «Surge  enton- 
«  ees  la  única  controversia  posible  entre  una  autoridad  y  un 
«  particular,  controversia  en  la  que  se  va  á  investigar  si  fué 
«ilegal  el  acto  ejecutado,  ó  en  otros  términos,  si  hubo,  ex- 
«tralimitación  de  facultades,  abuso  de  poder  ó  mala  aplica- 
«ción  de  la  ley.» 

La  frac.  II  del  art.  97  de  la  Constitución,  declara  com- 
petentes á  los  Tribunales  Federales  en  las  controversias 
que  versen  sobre  derecho  marítimo.  De  dos  clases  pueden 
ser  las  controversias  sobre  derecho  marítimo : 

I.  De  presas,  corso  y  en  general  de  todo  lo  relativo  al 
derecho  de  la  guerra,  y 

II.  De  averías,  abordajes,  contratos  de  fletamento  y  se- 


(4)  La  ley  federal  de  extranjería  establece  quiénes  son  mexicanos  y  qniénes 
extranjeros,  y  otorga  ciertos  derechos  inherentes  á  esas  calidades.  lín  cuanto 
esos  derechos  se  refieren  á  los  bienes,  constituyen  derechos  patrimoniales.  Kn 
cnanto  se  refieren  á  la  ])ersona,  no  entran  en  la  clase  de  patrimoniales,  pero  tam- 
poco son  de  familia.  Esos  derechos  personales  no  son  privados  sino  i)úblicos.  de 
manera  que  si  á  al;,'una  persona  se  disputa  la  calidad  de  mexicano,  la  cuestión 
no  es  civil  ni  mercantil,  sino  de  dereclio  público. 
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giiros  marítimos,  préstamos  á  la  gruesa :  en  general,  de  todo 
lo  que  comprende  el  libro  III  del  Código  de  Comercio. 

En  las  primeras,  ó  sea  en  las  relativas  á  derecho  de  la  gue- 
rra, la  cuestión  materia  del  debate  es  netamente  internacio- 
nal. Podrá  suceder  que  al  conocer  de  la  cuestión  interna- 
cional, tenga  que  apreciar  una  cuestión  civil,  por  ejemplo, 
si  habiéndose  hecho  presa  en  un  buque  enemigo,  el  captor 
sostiene  que  la  mercancía  que  lleva  pertenece  á  ciudadano 
del  país  enemigo,  mientras  que  el  otro  interesado  sostiene 
que  la  mercancía  no  pertenece  á  ciudadano  del  país  enemi- 
go sino  de  un  país  neutral.  En  este  caso,  es  evidente  que  el 
tribunal,  no  sólo  conoce  de  la  cuestión  de  si  es  buena  presa 
ó  no  la  mercancía,  sino  que  también  aprecia  la  de  propiedad 
de  la  mercancía;  pero  esta  cuestión  no  cae  bajo  el  conoci- 
miento del  tribunal,  sino  que  la  aprecia  como  precedente 
para  resolver  la  cuestión  internacional,  que  es  de  la  que  co- 
noce. El  caso  propuesto  no  viene  á  ser,  por  lo  tanto,  sino 
otro  ejemplo  de  que  los  tribunales  que  no  tienen  competen- 
cia para  una  cuestión,  pueden,  sin  embargo,  apreciarla. 

Las  otras  cuestiones  sobre  derecho  marítimo,  como  ave- 
rías, abordajes,  préstamos  á  la  gruesa,  etc.,  son  netamente 
mercantiles,  y,  por  lo  mismo,  en  los  casos  de  competencia 
de  la  frac.  II  del  art.  97  Constitucional,  siempre  que  no  se 
trate  de  presas,  la  cuestión  sometida  á  los  Tribunales  Fe- 
derales es  netamente  mercantil. 


La  frac.  III  del  art.  97  de  la  Constitución,  da  competencia 
á  los  Tribunales  Federales  para  conocer  de  las  controver- 
sias en  que  sea  parte  la  Federación.  Mucho  se  ha  discutido 
sobre  lo  que  debe  entenderse  por  ser  parte  la  Federación, 
hasta  que  el  Código  de  Procedimientos  Federales  estableció 
en  la  frac.  II  del  art.  56,  lo  que  debe  entenderse  por  ser 
parte  de  la  Federación.  Dice  esa  fracción  que  se  entietxde 
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que  la  Federación  es  parte,  cuando  tenga  que  ejercitar  de- 
rechos 6  cumplir  obligaciones  emanadas  de  la  ley  ó  de  con- 
tratos celebrados  por  los  Secretarios  de  Estado,  siempre  que 
en  uno  y  otro  caso  se  afecten  los  intereses  generales  de  la 
Nación.  Tres  son,  pues,  los  requisitos  exigidos  por  el  art. 
56  del  Código  de  Procedimientos  Federales,  en  su  frac.  II, 
para  que  la  Federación  sea  parte  en  un  procedimiento  se- 
guido ante  los  Tribunales  Federales: 

I.  Que  tenga  que  ejercitar  derechos  ó  cumplir  obliga- 
ciones; 

II.  Que  aquéllos  y  éstas  emanen  de  la  Ic}'  ó  de  contra- 
tos celebrados  por  los  Secretarios  de  Estado,  y 

III.  Que  en  uno  y  otro  caso  se  afecten  los  intereses  ge- 
nerales de  la  Nación. 

Aunque,  en  mi  concepto,  el  exigir,  para  considerar  á  la 
Federación  parte  en  un  asunto,  que  el  contrato  se  celebre 
por  alguno  de  los  Secretarios  de  Estado,  y  que  así  en  caso 
de  contrato  como  de  obligación  derivada  de  la  ley  se  afec- 
ten los  intereses  generales  de  la  Nación,  deja  fuera  de  la  ju- 
risdicción de  los  Tribunales  Federales,  muchos  asuntos  que, 
en  realidad,  caen  bajo  su  jurisdicción,*'^^  como  también  creo 
que  cabe  en  las  facultades  del  Congreso  al  expedir  la  ley 
secundaria  federal  llamada  Código  de  Procedimientos  Fe- 

{5)  Las  razones  en  que  fundo  mi  opinión  de  que  con  la  definición  que  da  el 
Código  de  Procedimientos  Federales  de  que  lo  que  debe  entenderse  por  ser  parte 
la  l*'ederación,  (juedan  fuera  de  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales  mu- 
chos asuntos  que  deben  caer  bajo  su  jurisdicción,  son  las  siguientes. 

La  única  fuente  de  jurisdicción  para  los  Tribunales  F'ederales  es  la  Constitu- 
ción en  los  arts   97  á  10 1. 

Ahora  bien,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales  en  asuntos  en  que  se 
interesa  la  Federación,  no  puede  fundarse  sino  en  las  fracciones  I  y  IIL  En  los 
casos  previstos  por  las  demás  fracciones  de  ese  artículo  y  por  los  98  á  loi,  po- 
drá estar  interesada  la  F'e<leración,  pero  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federa- 
les no  les  viene  entonces  por  el  interés  de  la  Federación,  sino  porque  se  trata 
de  una  controversia  sobre  derecho  marítimo,  ó  porque  es  parte  un  Estado,  etc. 

F^n  las  controversias  á  que  se  refiere  la  frac.  I  del  art.  97  de  la  Constitución, 
no  basta  que  haya  interés  de  la  Federación  para  que  surja  el  fuero  de  los  Tri- 
bunales l'ederales,  sino  que  es  preciso  que  se  trate  del  cumplimiento  y  apli- 
cación de  una  ley  fe<leral.    De.sde  el  momento  en  que  no  hay  ley  federal  que 
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derales,  dar  la  inteligencia  de  lo  que  debe  entenderse  por  ser 
parte  la  Federación:  una  vez  expedido  el  Código  de  Proce- 
diuiicntos  Federales,  debe  entenderse  por  ser  parte  la  Fe- 
deración lo  que  el  Código  de  Procedimientos  Federales  en- 
tiende, y  en  tal  virtud  sigo  estudiando  la  frac.  III  del  art.  97 
Constitucional,  en  el  sentido  en  que  la  ha  entendido  y  or- 
denado que  se  entienda  el  referido  Código. 

Expuse  ya  cuáles  son  los  requisitos  que  se  exigen  por  el 
Código  de  Procedimientos  Federales  para  considerar  parte 
á  la  Federación  en  un  procedimiento  seguido  ante  los  Tri- 
bunales Federales,  y  de  ellos  deduzco  que  la  Federación  debe 
ser  considerada  sólo  como  persona  moral  y  no  como  autori- 
dad, tanto  porque  cuando  la  Federación  obra  como  autoridad, 
no  ejercita  derechos  ante  los  Tribunales,  como  porque  en 
ese  mismo  caso,  tampoco  puede  decirse  sino  de  una  manera 
del  todo  impropia  que  se  le  exigen  obligaciones,  como  final- 
mente, porque  la  Federación  sólo  contrata  cuando  obra  como 
persona  moral  y  no  como  autoridad.  Si,  pues,  obra  la  Fe- 
deración como  persona  moral,  las  cuestiones  materia  del  de- 
bate judicial,  cuando  ella  es  parte,  tienen  que  ser  cuestiones 
del  orden  mercantil  ó  del  orden  civil  sobre  derechos  patri- 
moniales. Y  no  se  objete  que  en  los  actos  que  ejecute  la 
Federación, no  puede  entrar  como  mira  de  su  parte  el  lucro, 

aplicar,  el  fuero  de  los  Tribunales  I'edcrales  no  toma  orillen  en  la  frac.  I  del  art. 
97  Constitucional. 

La  frac.  III  del  art.  97  da  jurisdicción  á  los  Tribunales  Federales,  cuando  es 
parte  la  ¡'"ederación.  Ksta,  con  arreglo  á  la  frac.  II  del  art.  56  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Federales,  sólo  es  parte  cuando  sus  derechos  ú  obligaciones  pro- 
vienen de  la  ley  ó  de  contrato  celebrado  por  uno  de  los  Secretarios  de  Estailo, 
si  además  se  afectan  los  intereses  generales  de  la  Nación.  Quiero  suponer  que 
yo  soy  deudor  hipotecario  de  una  persona,  por  un  contrato  de  derecho  civil, 
que  ésta  muere  sin  herederos  y  que  la  hereda,  por  lo  mismo,  el  Fisco.  La  con- 
troversia que  se  suscite  entre  el  Fisco  y  yo,  sobre  pago  del  crédito  hipotecario  ó 
sobre  la  nulidad  del  contrato,  no  versa  sobre  aplicación  de  ninguna  ley  federal; 
no  es  parte  la  Federación  porque  ni  el  contrato  de  donde  provienen  los  derechos 
)'  obligaciones,  se  celebró  por  un  Secretario  de  Estado,  ni  ese  contrato  afecta  los 
intereses  generales  de  la  Nación.  Supóngase  también  que  se  trata  de  un  con- 
trato de  Derecho  Civil  celebrado  por  un  Pagador.  L,a  Federación  no  es  parte, 
poique  el  contrato  no  se  celebró  por  un  Secretario  de  listado;  la  ley  que  rige  el 
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y  que  por  lo  mismo,  no  puede  ejecutar  actos  mercantiles, 
porque  si  bien  es  cierto  que  la  Federación  al  contratar  no 
obra  con  el  objeto  de  lucrar,  el  carácter  mercantil  de  los  con- 
tratos ejecutados  por  la  Federación,  puede  venir,  ó  de  que  el 
mismo  acto  en  sí,  es  mercantil,  como  la  expedición  de  una 
letra  de  cambio,  ó  de  que  el  contratante  es  comerciante,  como 
se  verifica  constantemente  en  los  contratos  que  la  Secreta- 
ría de  Guerra  y  las  demás  celebran,  ya  sobre  armamento, 
ya  sobre  saneamiento  de  la  Capital  y  de  los  puertos,  ya  sobre 
tantas  y  tantas  materias  del  servicio  público. 


La  frac.  IV  del  art.  97  de  la  Constitución  da  compe- 
tencia á  los  Tribunales  Federales  para  conocer  de  las  con- 
troversias que  se  susciten  entre  dos  ó  más  Estados.  En  la 
controversia  pueden  figurar  los  Estados,  ó  como  personas 
niorales  ó  como  autoridades.  Como  personas  morales,  pue- 
den figurar  si  dos  Estados  celebran  un  contrato,  como  por 
ejemplo  si  un  Estado  compra  á  otro  el  arnaamento  que  tie- 
ne sobrante  de  su  guardia  nacional  para  proveer  á  la  suya. 
Como  autoridades  intervienen,  por  ejemplo,  en  cuestiones 
de  límites,  las  cuales  con  arreglo  á  la  frac.  IV  del  art.  72 
de  la  Constitución,  son  de  la  competencia  de  los  Tribu- 


contrato  no  es  federal:  luego  los  Tribunales  Federales  son  incompetentes.  Más: 
supóngase  que  se  exige  á  una  persona  una  cantidad  que  se  dice  adeuda  por  con- 
Irilnicióu  directa  con  arreglo  á  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1886.  Rsta  ley  no  es  fe- 
deral, es  local  para  el  Distrito  y  Territorios;  en  la  controversia  no  se  puede  decir 
que  se  afectan  los  intereses  generales  de  la  Nación;  luego  los  Tribunales  Fede- 
rales son  incompetentes.  Y  sin  embargo,  se  siente  la  necesidad  de  que  sean  com- 
petentes los  Tribunales  Federales,  y  tanto  es  así  que  la  frac.  XIX  del  art.  61  del 
Código  de  Procedimientos  Federales,  declara  competentes  á  los  juzgados  de  Dis- 
trito en  los  asuntos  relativos  á  contratos  celebrados  por  los  agentes  ó  empleados 
del  Gobierno  Federal,  para  algún  objeto  del  servicio  público,  y  la  frac.  XI  del 
mismo  artículo,  los  declara  competentes  en  los  asuntos  relativos  á  impuestos, 
conii)rendiendo  en  ellos  aun  los  locales  sin  tomar  en  cuenta  que  por  la  definición 
que  dio  de  loque  debe  entenderse  por  .ser  parte  la  Federación,  quedaron  fuera 
de  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  I'ederales  estos  asuntos. 

Leyendo  la  parte  expositiva  del  Código  de  Procedimientos  Federales,  se  com- 
prende muy  bien  lo  que  pasó.  Vio  la  Comisión,  y  en  eso  soy  de  la  misma  opinión 


i8 

nales  Federales  cuando  tienen  carácter  contencioso.  En  el 
primer  caso  la  cuestión  es,  ó  del  orden  mercantil  ó  del  orden 
civil,  relativa  á  derechos  patrimoniales  según  los  principios 
establecidos  antes.  En  el  segundo  caso,  la  cuestión  no  es 
del  orden  civil  ni  mercantil,  sino  del  Constitucional,  puesto 
que  no  se  trata  de  propiedad  de  terrenos,  sino  de  soberanía 
territorial  de  los  Estados.  Estas  cuestiones  tendrán  que 
ser  resueltas  por  los  arts.  42  á  49  de  la  Constitución,  y  por 
la  ley  orgánica  que  expida  el  Congreso  en  uso  de  sus  fa- 
cultades, puesto  que  con  arreglo  á  la  Constitución  tiene 
facultad  de  expedir  todas  las  leyes  orgánicas  necesarias 
para  que  los  Poderes  de  la  Unión  ejerzan  las  facultades 
que  la  Constitución  les  concede,  y  en  defecto  de  esta  ley 
tendrán  que  aplicarse  las  reglas  del  Derecho  Internacional 
sobre  soberanía  territorial,  como  si  se  tratara  de  una  cues- 
tión entre  Naciones  independientes.  Al  resolverse  esta 
cuestión  constitucional,  es  probable  ó  más  bien  seguro  que 
tengan  que  apreciarse  cuestiones  del  orden  civil,  y  quizá 
mercantil,  pero»no  conocerá  de  ellas  el  Tribunal  Federal. 


La  frac.  V  del  art.  97  de  la  Constitución  declara  que  co- 
rresponde á  los  Tribunales  de  la  Federación  conocer  de 


de  ella,  que  no  había  diferencia  entre  Federación  y  Unión,  y  que  por  lo  mismo, 
en  lodo  asunto, por  baladí  que  fuera,  en  que  estuviera  interesado  el  Fisco,  era  parte 
la  l'V<leración,  es  decir,  la  Unión,  y  como  con  arreglo  al  art.  98  Constitucional, 
siempre  que  la  Ibiión  es  parte  es  competente  la  vSuprema  Corte  de  Justicia  desde 
la  primera  instancia,  residtaba  que  la  controversia  sobre  pago  de  un  adeudo  de 
contribución  directa,  ó  de  la  deuila  hipotecaria  en  el  caso  supuesto  antes,  tenía 
que  llevarse  aute  la  Suprema  Corte,  contra  lo  racional  y  contra  nuestras  tradicio- 
,ues,  que  siempre  han  sido  que  de  esos  asuntos  conozcan  los  jueces  de  Distrito.  El 
mal,  en  mi  concepto,  no  viene  de  la  frac.  III  del  art.  97  de  la  Constitución,  sino 
del  art.  98  que  ordena  (jue  en  toda  controversia  en  que  sea  parte  la  Unión,  sea 
competente  la  Corte  desde  primera  instancia.  Así,  en  mi  concepto,  lo  que  de- 
bió hacerse  fué  reformar  el  art.  98  de  la  Constitución  diciendo  que  sólo  era  com- 
petente la  Corte  desde  primera  instancia,  cuando  se  tratara  de  contrato  celebrado 
por  algún  Secretario  de  Kstado  ó  de  derechos  ú  obligaciones  provenientes  déla 
ley,  siempre  que  en  uno  y  otro  caso  se  afectaran  los  intereses  generales  de  la  Na- 
ción. 
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las  controversias  que  se  susciten  entre  un  Estado  y  uno  ó 
más  vecinos  de  otro. 

Aunque  me  repugna  considerar  en  estas  controversias 
á  los  Estados  como  autoridades  y  no  sólo  como  personas 
morales,  y  no  es  fácil  imaginar  un  caso  de  controversia  entre 
un  Estado  como  autoridad  y  uno  ó  más  vecinos  de  otro,  sin 
embargo,  la  vaguedad  por  una  parte  de  los  términos  de  es- 
ta fracción,  y  el  no  encontrar,  por  otra,  en  ningún  artículo 
Constitucional  remedio  á  las  dificultades  que  se  suscitasen 
entre  un  Estado  como  autoridad  y  un  vecino  de  otro,  toda 
vez  que  no  toda  dificultad  entre  aquél  y  éste  violaría  nece- 
sariamente las  garantías  individuales,  pues  de  violarlas,  el 
conflicto  se  resolvería  por  la  vía  de  amparo,  me  obligan  á 
considerar  que  en  el  caso  de  esta  fracción  pueden  figurar 
los  Estados  como  autoridades,  ó  simplemente  como  perso- 
nas morales.  Si  figuran  como  autoridades,  la  cuestión  no 
puede  ser  ni  del  orden  civil  ni  del  mercantil,  pues  ya  se  lia 
dicho  que  las  controversias  entre  los  particulares  y  las  au- 
toridades nunca  son  del  orden  civil  ni  mercantil,  sino  que 
se  refieren  al  derecbo  público.  Si  figuran  como  personas  mo- 
rales, las  cuestiones  que  se  decidan  en  la  controversia  por  los 
Tribunales  Federales,  son,  ó  del  orden  mercantil  ó  del  civil 
sobre  derechos  patrimoniales :  nunca  sobre  derechos  de  fami- 
lia, porque  ya  se  ha  dicho  que  no  puede  haber  relaciones 
de  familia  entre  los  individuos  y  las  personas  morales. 


La  frac.  VI  del  art.  97  Constitucional  declara  que  co- 
rresponde á  los  Tribunales  Federales  conocer  de  las  contro- 
versias del  orden  civil  ó  criminal  que  se  susciten  á  conse- 
cuencia de  los  tratados  celebrados  con  las  Potencias  extran- 
jeras. 

Basta  leer  la  fracción  para  resolver  que  caen  bajo  el 
conocimiento  de  hjs  Tribunales  Federales,  en  los  casos  de 


20 


esta  fracción,  todas  las  cuestiones  civiles  ó  mercantiles,  pues 
las  palabras  orden  civil  están  tomadas  en  su  amplitud,  y  sig- 
nifican también  el  orden  mercantil.  Y  no  puede  ser  de  otro 
modo.  Se  puede  celebrar  un  tratado  en  el  que  se  arreglen 
los  derechos  de  familia  de  los  ciudadanos  de  las  dos  Nacio- 
nes contratantes,  ó  los  derechos  patrimoniales  civiles,  ó  en 
fin,  los  derechos  mercantiles,  y  como  las  cuestiones  que  se 
susciten  á  consecuencia  de  estos  tratados,  aunque  en  ellas 
sólo  intervengan  particulares,  caen  bajo  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  Federales,  es  evidente  que  en  los  casos  regi- 
dos por  esta  fracción,  caen  bajo  el  conocimiento  de  los  Tri- 
bunales Federales  todas  las  cuestiones  mercantiles  y  todas 
las  cuestiones  civiles,  sean  sobre  derechos  de  familia,  sean 
sobre  derechos  patrimoniales. 


La  última  fracción  del  art.  97  de  la  Constitución,  da  com- 
petencia á  los  Tribunales  Federales  en  los  casos  concernien- 
tes á  los  Agentes  diplomáticos  }'■  Cónsules.  El  Código  de 
Procedimientos  Federales,  reglamentando  esta  fracción,  es- 
tablece que  los  casos  comprendidos  en  ella,  son : 

I.  Delitos  y  faltas  oficiales  cometidos  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  por  los  Agentes  diplomáticos  y  Cónsules  me- 
xicanos (frac.  III  del  art.  59  del  Código  citado). 

II.  Delitos  comunes  de  los  Agentes  diplomáticos  y  Cón- 
sules mexicanos  cometidos  en  el  extranjero  y  que  no  ha3''an 
sido  castigados  en  el  país  en  que  residan  (frac.  V  del  ar- 
tículo 59  del  Código  citado). 

III.  Delitos  cometidos  por  los  Cónsules  extranjeros  re- 
sidentes en  la  República  (frac.  IV  del  art.  59). 

IV,  Controversias  del  orden  civil  en  que  los  Cónsules 
extranjeros,  residentes  en  la  República,  sean  parte  por  ra- 
zón de  sus  funciones  (frac.  IV  del  art.  59);  y 

V.  Asuntos  del  orden  civil  que  afecten  á  los  Agentes 
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diplomáticos  extranjeros,  residentes  en  la  República,  ó  que 
estén  de  paso  en  ella,  en  los  casos  permitidos  por  el  Dere- 
cho Internacional  (frac.  II  del  art.  6i). 

Aunque  dados  los  términos  de  la  última  fracción  del  ar- 
tículo 97  Constitucional,  podrían  haberse  considerado  com- 
prendidas, además  de  los  casos  enumerados,  todas  las  con- 
troversias del  orden  civil  en  que  fueran  parte  los  Cónsules 
y  no  sólo  las  en  que  lo  sean  por  razón  de  sus  funciones,  sin 
embargo,  teniendo  el  Congreso  facultad  para  expedir  el  Có- 
digo de  Procedimientos  Federales  y  para  interpretar,  al  ex- 
pedirlo, las  frases  dudosas  de  los  artículos  de  la  Constitución 
que  reglamenta,  desde  el  momento  en  que  ha  sido  expedido 
y  que  sólo  da  competencia  á  los  Tribunales  Federales,  por 
lo  relativo  á  los  asuntos  civiles  de  los  Cónsules,  en  los  que 
son  parte  por  razón  de  sus  funciones,  sólo  en  éstos  cabe 
que  conozcan  los  Tribunales  Federales. 

Así,  en  materia  civil  y  por  lo  relativo  á  los  Agentes  diplo- 
máticos y  á  los  Cónsules,  el  conocimiento  de  los  Tribunales 
Federales  se  extiende  á  los  casos  en  que  los  Cónsules  sean  par- 
te por  razón  de  sus  funciones,  y  á  los  asuntos  de  los  Agentes 
diplomáticos  extranj  eros  residentes  en  la  República  óde  paso 
en  ella,  en  loscasos  permitidos  por  el  Derecho  Internacional. 
Desde  luego  hay  que  advertir: 

I.  Que  en  las  palabras  «Orden  Civil»  están  comprendi- 
das las  controversias  de  orden  mercantil,  y 

II.  Que  como  en  los  casos  de  los  Cónsules  la  cuestión  siem- 
pre tiene  relación  con  sus  funciones,  las  cuestiones  civiles 
que  caen  bajo  el  conocimiento  de  los  Tribunales  Federales 
sólo  pueden  referirse  á  derechos  patrimoniales. 

Por  lo  que  respecta  á  los  Agentes  diplomáticos,  los  casos 
en  que  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción  civil  son: 

I.  Cuando  la  demanda  pudiera  entablarse  aunque  el 
Agente  diplomático  residiese  en  el  extranjero,  y  cuando  la 
sentencia  pueda  ejecutarse  sin  atacar  la  independencia  y 
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la  dignidad  de  la  Nación  á  quien  representa,  es  decir,  en  el 
caso  de  acciones  reales. 

II.  Cuando  el  Agente  diplomático  posee  en  el  país  una 
posición  especial,  en  calidad  de  simple  particular,  como  si 
por  ejemplo,  tiene  una  negociación  mercantil,  y 

III.  Cuando  el  Agente  diplomático  ha  reconocido  por  con- 
vención ó  por  cualquiera  otra  forma  válida,  la  competencia 
de  los  tribunales  del  país  en  que  reside.  ( Bluntschli,  El  De- 
recho Internacional  codificado,  art.  140). 

Aunque  en  los  dos  primeros  casos  las  cuestiones  civiles,  en 
las  que  quedan  comprendidas  las  cuestiones  mercantiles,  só- 
lo recaen  sobre  derechos  patrimoniales,  en  el  tercero,  la  con- 
vención sobre  competencia  puede  versar  sobre  derechos  de  fa- 
milia, por  ejemplo,  en  el  caso  de  que  el  Agente  diplomático 
pretenda  ser  hijo  de  algún  mexicano  residente  en  México,  y 
ocurra  el  mismo  Agente  á  los  tribunales  mexicanos  para  que 
se  le  reconozca  su  calidad  de  hijo.  El  caso  fingido  será  raro, 
pero  no  imposible. 


El  art.  99  de  la  Constitución  da  competencia  á  la  Corte 
para  dirimir  las  competencias  que  se  susciten  entre  los  Tri- 
bunales Federales,  entre  éstos  y  los  de  los  Estados  y  entre 
los  de  un  Estado  y  los  de  otro;  pero,  como  al  dirimirse  una 
competencia  .sólo  se  decide  cuál  es  la  jurisdicción  que  debe 
conocer  de  un  asunto,  y  no  el  asunto,  creo  que  no  puede  de- 
cirse que  al  dirimirse  las  competencias,  la  Corte  conozca  de 
una  cuestión  civil  ó  mercantil,  en  el  sentido  de  la  tesis  pro- 
puesta. 


El  art.  loi  de  la  Constitución  se  refiere  al  amparo,  3'a  por 
violación  de  garantías  individuales,  ya  por  invasión  de  los 
Estados  en  la  esfera  federal , ó  de  la  Federación  en  la  de  los  Es 
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tados.  La  cuestión  que  se  versa  en  ese  j  uicio  es  netamente 
constitucional,  de  tal  manera  que  el  art.  So8  del  Código  de 
Procedimientos  Federales  ordena  que,  sólo  se  tomarán  en 
consideración  las  pruebas  que  justifiquen  la  constituciona- 
lidad  ó  inconstitucionalidad  del  acto,  y  no  las  que  se  hayan 
omitido  y. debieron  presentarse  en  el  juicio  correspondiente 
para  comprobar  el  hecho  objeto  de  la  resolución;  y  que  el 
art.  807  ordena  que  las  sentencias  se  fundarán  precisamente 
en  el  texto  constitucional  de  cuya  aplicación  se  trate. 

Para  decidir  la  cuestión  constitucional,  particularmente 
cuando  se  trate  de  violación  de  garantías  individuales, y  muy 
particularmente  cuando  elactoviolatoriosea  una  resolución 
judicial  en  asunto  civil,  será  necesario  apreciar  una  ó  más 
cuestiones  de  Derecho  Civil  y  Mercantil,  ya  de  derechos  de 
familia  las  primeras,  ya  de  derechos  patrimoniales  aquéllas 
y  éstas,  pero  todas  esas  cuestiones  serán  apreciadas  por  el 
Tribunal  Federal,  no  caerán  bajo  su  conocimiento. 


Resumiendo  :  los  Tribunales  Federales  pueden  apreciar 
cuestiones  del  orden  civil  ó  mercan  til, ó  conocer  de  ellas.  Caen 
bajo  la  apreciación  de  los  Tribunales  Federales  toda  clase  de 
cuestiones  del  orden  civil  ó  mercantil,  siempre  que  sean  pre- 
cedente necesario  para  resolver  la  cuestión  civil,  mercantil, 
internacional óconstitucional  deque  conozca  elTribunal Fe- 
deral. Caen  bajo  el  conocimiento  de  los  Tribunales  Federales 
cuestiones  del  orden  civil  sobre  derechos  de  familia  en  el  caso 
de  controversias  que  se  susciten  á  consecuencia  de  tratados 
en  que  se  regulen  derechos  de  familia,  y  en  el  caso  de  que 
por  consentimiento  de  los  Agentes  diplomáticos  residentes 
en  el  país,  ó  de  paso  en  él,  se  sometan  sus  derechos  de  fami- 
lia á  los  tribunales  mexicanos.  Caen  bajo  el  conocimiento  de 
los  Tribunales  Federales  cuestiones  del  orden  civil  ó  mer- 
cantil sobre  derechos  patrimoniales: 
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I.  En  las  controversias  que  se  susciten  sobre  cumpli- 
miento y  aplicación  de  leyes  federales,  ya  se  interesen  prin- 
ci  pálmente  individuos  particulares  y  secundariamente  la  Fe- 
deración, ya  se  interese  principalmente  la  Federación,  con 
tal  deque  cuando  se  interese  principalmente  intervenga  co- 
mo persona  moral  y  no  como  autoridad. 

II.  En  las  controversias  que  versen  sobre  derecho  marí- 
timo, siempre  que  no  sean  sobre  derecho  de  la  guerra. 

III.  En  las  que  la  Federación  fuere  parte. 

IV.  En  las  que  se  susciten  entre  dos  ó  más  Estados,  siem- 
pre que  intervengan  como  personas  morales  y  no  como  au- 
toridades; y 

V.  En  las  que  se  susciten  entre  un  Estado  y  uno  ó  más 
vecinos  de  otro,  siempre  que  el  Estado  intervenga  como  per- 
sona moral  y  no  como  autoridad. 


JoLC,  cJljafacl  C/tte^fa, 
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